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OPINIÓN N.º 052-2007/DOP
Entidad:
Registro Nacional de Identificación y Estado Civil  (RENIEC)
Asunto:
Contenido de la propuesta económica 
Referencia:
a) Oficio Nº 567-2007-GAD/RENIEC

b) Oficio Nº 1155-2007-GAD/RENIEC

1. ANTECEDENTES

Mediante documento de la referencia a), el Gerente de Administración del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (RENIEC), en adelante la Entidad, formula una consulta acerca de cómo se debe determinar la propuesta económica de una empresa no domiciliada en el país.
A su vez, a través del documento de la referencia b), la Entidad precisa los alcances de la consulta formulada. 

2. CONSULTA Y ANÁLISIS
La Entidad consulta literalmente lo siguiente:
“(…) Si las propuestas económicas presentadas por sujetos no domiciliados (desde el punto de vista tributario) en un proceso de selección para la contratación de servicios que van a ser utilizados en el país, deben incluir el Impuesto General a las Ventas (IGV) (…)”
2.1
Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, se debe precisar que, de conformidad con lo dispuesto por el literal h) del artículo 59° del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
, en adelante la Ley, la Segunda Disposición Final de su Reglamento
, en adelante el Reglamento, y el procedimiento 8 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE
, las consultas que absuelve este Consejo Superior son aquellas referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública. En este sentido, el tema materia de consulta será analizado en términos generales; por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.

Así también, es necesario acotar que la presente consulta será absuelta en el marco de las disposiciones contenidas en la Ley y su Reglamento, toda vez que este Consejo Superior carece de competencia respecto a temas tributarios; sin perjuicio que estos sean abordados de manera referencial.
2.2
En principio, el artículo 12° de la Ley señala que, antes de iniciar los procesos de adquisición o contratación, sobre la base del requerimiento formulado por el área usuaria, la dependencia encargada de las adquisiciones y contrataciones de la Entidad, efectuará estudios o indagaciones aleatorias de las posibilidades que ofrece el mercado, de modo  que cuente con la información para la descripción y especificaciones de los bienes, servicios u obras y para definir los valores referenciales de la adquisición o contratación.

En concordancia con lo establecido en el artículo 32º del Reglamento
, la determinación del valor referencial en cualquier proceso de selección debe considerar la inclusión de todos los conceptos que potencialmente puedan incidir en la prestación del servicio o en la adquisición del bien. Dichos costos serán el fiel reflejo de los estudios o indagaciones aleatorias que realice la Entidad de las posibilidades que ofrece el mercado. 

Ahora bien, a efectos de determinar el valor referencial del objeto materia de la convocatoria, la Entidad debe inicialmente delimitar el mercado potencial que puede satisfacer su demanda; es decir, determinar si, para el proceso específico, es suficiente recurrir al mercado nacional para adquirir o contratar el bien o servicio, o, en todo caso, recurrir a la oferta de proveedores no domiciliados en el país.

En función de ello,  se efectuará el estudio o indagación del mercado, en el cual se deben considerar los costos en que pueda incurrir un proveedor domiciliado o no domiciliado en el país, precisándose que para dicho cálculo ambos deben encontrarse en iguales condiciones y, a su vez, considerar “todos los conceptos que incidan en el costo” de la prestación del servicio que finalmente serán asumidos por la Entidad. 

En conclusión, compete a la Entidad determinar el valor referencial incluyendo todos los costos que pueda acarrear la adquisición de los bienes, la prestación del servicio o la ejecución de la obra, debiendo considerarse, además, los costos de proveedores no domiciliados en el país, cuando la Entidad estime oferta posible fuera del territorio nacional.
2.3
De otro lado, en cuanto a la forma de presentación de las propuestas, el quinto párrafo del artículo 120° del Reglamento establece que “(..) las propuestas económicas deberán incluir todos los tributos, seguros, transportes, inspecciones, pruebas y de ser el caso, los costos laborales conforme a la legislación vigente, así como cualquier otro concepto que pueda tener incidencia sobre el costo del bien, servicio u obra a adquirir o contratar, excepto la de aquellos postores que gocen de exoneraciones legales.”

De lo precedido se desprende que el postor deberá incluir en su propuesta económica los conceptos que inciden en su monto final; por tanto, sólo en el supuesto que gocen de algún beneficio en materia tributaria, éstas no tendrían que ser incluidas dentro de su propuesta.
2.4
Ahora bien, teniendo en cuenta que la consulta se encuentra relaciona a determinar si una empresa no domiciliada en el país tiene que incluir el IGV  en su propuesta económica, resultará necesario esbozar, de manera general, las normas tributarias relacionadas a este especto.

Sobre el particular, de acuerdo con lo establecido en el artículo 1° del Texto Único Ordenado de la Ley del Impuesto General a las Ventas e Impuesto Selectivo al Consumo, aprobado por Decreto Supremo N° 055-99-EF y normas modificatorias (en adelante, TUO de la Ley del IGV), dicho Impuesto grava, entre otras operaciones, la prestación y la utilización de servicios en el país.


Así también, conforme con el inciso c) del artículo 3° del TUO de la Ley del IGV, se entiende que el servicio es prestado en el país cuando el sujeto que lo presta se encuentra domiciliado en él para efecto del Impuesto a la Renta, sea cual fuere el lugar de celebración del contrato o del pago de la retribución.


Adicionalmente, en dicho artículo se señala que el servicio es utilizado en el país cuando siendo prestado por un sujeto no domiciliado, es consumido o empleado en el territorio nacional, independientemente del lugar en que se pague o se perciba la contraprestación y del lugar donde se celebre el contrato. 

Por su parte, el artículo 9° de la mencionada norma dispone que son sujetos del impuesto en calidad de contribuyentes, aquellos señalados en dicho artículo que, entre otros, presten en el país servicios afectos, o utilicen en el país servicios prestados por no domiciliados.

Conforme puede apreciarse, cuando el servicio es prestado por un sujeto no domiciliado y es consumido o empleado en el país por el usuario del servicio, estaremos ante una utilización de servicios; en cuyo caso, el sujeto del impuesto en calidad de contribuyente será dicho usuario, el cual se encontrará obligado al pago del impuesto correspondiente.
2.5
Ahora bien, considerando lo establecido en las normas tributarias, un particular no domiciliado en el país no consideraría necesariamente el IGV para determinar el costo de sus servicios, en la medida que el sujeto obligado al pago del impuesto es aquella persona que los utilizará.  No obstante, este último, cuando calcule el costo global del servicio, no podría obviar el pago del tributo, pues será de su cargo asumir la obligación ante la autoridad tributaria.

Aplicando este razonamiento al campo de las contrataciones públicas, la Entidad, cuando determina el valor referencial del proceso de selección, incluye todos aquellos posibles costos que pueda generarle la ejecución del servicio, en función del mercado relevante al cual va dirigido el proceso de selección.

En este sentido, con independencia de la participación en el proceso de un sujeto domiciliado o no domiciliado (desde la perspectiva tributaria), la Entidad debe incluir en el valor referencial el IGV que grava la prestación del servicio, dado que, aún cuando el sujeto con el cual vaya a contratar finalmente sea un agente no domiciliado, el servicio que dicho sujeto preste se encuentra gravado con el pago del tributo y, por tanto, constituirá un costo que tendrá que ser asumido finalmente por la Entidad.

Atendiendo a ello, el proveedor no domiciliado en el país también tendría que incluir dentro de su oferta el costo del IGV, pues si bien no será él quien asuma el pago del tributo, dicha inclusión le servirá para validar su oferta y hacerla comparable con las ofertas de los otros proveedores domiciliados en el país —que sí son sujetos de la obligación tributaria— y, principalmente, con los límites establecidos en función del valor referencial —que, también son calculados sobre el valor referencial que incluye el IGV. 

Por el contrario, sostener que la oferta económica del postor no domiciliado en el país no debe incluir el IGV, para efectos de determinar la oferta más baja, contravendría el Principio de trato justo e igualitario
 para las empresas nacionales, toda vez que aquella en efecto obtendría un precio más bajo, pero artificial o aparente, dado que la Entidad cuando contrate con ella deberá irrogar los costos de su oferta más el IGV, precio que, en algunos casos, podría ser mayor al de los postores domiciliados en territorio nacional. 

Sin duda, en estos casos —es decir, cuando la Entidad estima que en el proceso participarán agentes domiciliados y no domiciliados en el país— la Entidad debe precisar, con mayor razón, que el valor referencial incluye el IGV, a efectos que los proveedores no domiciliados incluyan dentro de su oferta económica dicho costo, aun cuando no sean sujetos obligados al pago del tributo.

Sin embargo, la no inclusión del IGV en la oferta económica del proveedor no domiciliado, no afecta que éste deba asumir a su riesgo las deducciones por el pago del tributo, dado que el valor referencial que consideró para presentar su oferta incluía el tributo, siendo, además que el artículo 120º del Reglamento lo exige así
. 
3.
CONCLUSIONES
3.1
La determinación del valor referencial deberá incluir  todos los conceptos que inciden  sobre la conformación del costo del bien, servicio u obra a adquirir o contratar, lo cual también comprende el monto correspondiente al IGV. En ese sentido, para dicha determinación se debe tener en cuenta que para realizar el estudio o las indagaciones de mercado habrá de considerarse a los proveedores que pueden prestar el servicio, sean estos domiciliados en el país o no. 
3.2
El proveedor no domiciliado en el país debe incluir dentro de su oferta el costo del IGV, pues si bien no será él quien asuma el pago del tributo, dicha inclusión le servirá para validar su oferta y hacerla comparable con las ofertas de los otros proveedores domiciliados en el país —que sí son sujetos de la obligación tributaria— y, principalmente, con los límites establecidos en función del valor referencial —que, también son calculados sobre el valor referencial que incluye el IGV. 
Jesús María, 11 de junio de 2007
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� Aprobado por Decreto Supremo Nº 083-2004-PCM





� Aprobado por Decreto Supremo Nº 084-2004-PCM.





� Aprobado por Decreto Supremo N.º 043-2006-EF.


 


� El valor referencial es el valor determinado por la Entidad mediante estudios o indagaciones sobre los precios que ofrece el mercado y que está referido al objeto de la adquisición o contratación. La Entidad calculará el valor referencial incluyendo todos los tributos, seguros, transporte, inspecciones, pruebas y de ser el caso, los costos laborales respectivos conforme a la legislación vigente, así como cualquier otro concepto que le sea aplicable y que pueda incidir sobre el valor de los bienes y servicios a adquirir o contratar.(..)


� Principio de Trato Justo e Igualitario.- Todo postor de bienes, servicios o ejecución de obras debe tener participación y acceso para contratar con las Entidades en condiciones semejantes a las de los demás, estando prohibida la existencia de privilegios, ventajas o prerrogativas, salvo las excepciones de ley.





� Cabe precisar que el artículo 120º del Reglamento únicamente exceptúa al proveedor de incluir en su oferta económica determinado impuesto cuando goce de exoneraciones legales. En el caso de un agente no domiciliado en el país, las operaciones que éste realiza de por sí no se encuentran exoneradas del pago del IGV, únicamente la norma atribuye la obligación del pago del tributo a quien utiliza los servicios prestados por el agente no domiciliado.
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